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Resumen

El estudio tiene como objetivo analizar los desafíos jurídicos e institucionales 
derivados de la incorporación de mecanismos de elección popular en la desig-
nación judicial en México, evaluando su compatibilidad con la independencia 
judicial y los estándares internacionales de derechos humanos. Metodológica-
mente, se adopta un enfoque cualitativo normativo-analítico, sustentado en la 
revisión de fuentes constitucionales, tratados internacionales, jurisprudencia 
interamericana y literatura especializada. Además, se incorpora un componen-
te empírico exploratorio mediante una encuesta aplicada a 178 personas del 
ámbito jurídico en Sinaloa. Los resultados muestran una percepción mayorita-
riamente crítica hacia la elección popular de jueces, en la cual se destacan las 
preocupaciones sobre la politización, la afectación a la imparcialidad y la insu-
ficiencia de información ciudadana para emitir un voto informado. Asimismo, 
se observa escepticismo respecto a que este modelo fortalezca la legitimidad del 
Poder Judicial o el acceso a la justicia. Se reafirma la importancia del mérito, la 
experiencia y la formación especializada como criterios centrales de selección. 
En conclusión, aunque la reforma busca democratizar la justicia, introduce ries-
gos significativos para la independencia judicial. Su viabilidad dependerá del 
diseño de salvaguardas institucionales que eviten interferencias políticas y ga-
ranticen una justicia imparcial y profesional.
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Judicial election by popular vote in Mexico: Cha-
llenges for judicial independence and human rights 
standards

Abstract  

The study aims to analyze the legal and institutional challenges arising from the incorporation of po-
pular election mechanisms in the judicial appointment process in Mexico, evaluating their compatibili-
ty with judicial independence and international human rights standards. Methodologically, it adopts a 
qualitative normative-analytical approach, based on the review of constitutional sources, international 
treaties, Inter-American case law, and specialized literature. In addition, it incorporates an exploratory 
empirical component through a survey conducted with 178 individuals from the legal field in Sinaloa. 
The results reveal a predominantly critical perception of the popular election of judges, highlighting con-
cerns about politicization, the potential impact on impartiality, and the lack of sufficient information for 
citizens to make informed voting decisions. Likewise, there is skepticism regarding whether this model 
would strengthen the legitimacy of the judiciary or improve access to justice. The importance of merit, 
experience, and specialized training as central selection criteria is reaffirmed. In conclusion, although 
the reform seeks to democratize justice, it introduces significant risks to judicial independence. Its viabi-
lity will depend on the design of institutional safeguards that prevent political interference and ensure an 
impartial and professional judiciary.

Keywords: judicial reform, judicial independence, human rights, international standards, Judiciary, 
judicial career.

Introducción 

El debate actual en torno a la eventual incor-
poración de mecanismos de elección popular de 
juezas, jueces, magistradas, magistrados, minis-
tras y ministros en México plantea interrogantes 
relevantes sobre la configuración constitucional 
de la independencia judicial y su relación con 
los estándares internacionales de derechos hu-
manos. En febrero de 2024, el Ejecutivo Federal 
presentó al Congreso de la Unión una iniciativa 
de reforma que propone modificar diversos artí-
culos (94, 95, 96, 97, 99, 100, 116 y 122) de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
con el propósito de sustituir los mecanismos vi-
gentes de designación judicial por un sistema de 
elección popular directa de las personas integran-
tes del Poder Judicial (Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, 2024).

En el ámbito del derecho comparado, la de-
signación de jueces no se reduce a una dicoto-
mía entre nombramiento técnico y elección por 
voto popular. Por el contrario, existen diversos 
modelos institucionales que incorporan distintos 
grados de intervención democrática, tales como 

elecciones partidistas y no partidistas, mecanis-
mos de retención judicial, así como sistemas hí-
bridos que combinan la participación de órganos 
técnicos con validación electoral. Esta diversidad 
obliga a evitar una comprensión simplificada del 
“voto popular” como categoría uniforme y, en 
cambio, a analizar sus distintas configuraciones y 
efectos institucionales.

Así, en el caso de las ministras y los ministros 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el 
procedimiento combina la propuesta del titular 
del Poder Ejecutivo con la aprobación por mayo-
ría calificada del Senado; mientras que las magis-
traturas de circuito y las personas juzgadoras de 
distrito acceden al cargo mediante procedimien-
tos basados en el mérito, organizados por el Con-
sejo de la Judicatura Federal.

La iniciativa contempla, además, la desapa-
rición de este último órgano y la creación de un 
Tribunal de Disciplina Judicial, cuyos integrantes 
serían igualmente electos mediante voto popular. 
De acuerdo con la exposición de motivos, estas 
modificaciones buscan fortalecer la legitimidad 
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democrática del Poder Judicial, incrementar la 
confianza ciudadana y atender prácticas como el 
nepotismo y la corrupción judicial.

Ahora bien, diversos análisis especializados 
han advertido que la introducción de mecanismos 
electorales en la designación judicial puede gene-
rar tensiones con los principios de independencia 
e imparcialidad. En el ámbito nacional, Valadés 
(2024) ha señalado que estos esquemas pueden 
debilitar el principio de mérito y abrir espacios 
a la politización de la función jurisdiccional. En 
una línea similar, Carbonell (2003) advierte que 
la legitimidad democrática no puede construirse 
en detrimento de las garantías institucionales de 
independencia judicial.

En el plano comparado, autores como Stephen 
B. Burbank y Barry Friedman (2002) han docu-
mentado que los sistemas de elección judicial, 
particularmente en contextos como el estadou-
nidense, pueden generar incentivos para la toma 
de decisiones influenciadas por presiones elec-
torales. Asimismo, Charles Gardner Geyh (2011) 
sostiene que la competencia electoral puede com-
prometer la percepción de imparcialidad judicial.

Por su parte, organismos internacionales han 
establecido que la independencia judicial cons-
tituye no solo una garantía institucional, sino un 
derecho fundamental reconocido en instrumen-
tos como la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos (art. 8.1), el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (art. 14), los Prin-
cipios Básicos de la ONU sobre la independencia 
de la judicatura y los Principios de Bangalore so-
bre la conducta judicial (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 2023). En este marco, se exi-
ge que las personas juzgadoras sean selecciona-
das mediante procedimientos que privilegien el 
mérito, la idoneidad profesional y la protección 
frente a presiones externas, sin interferencias de 
los poderes políticos o intereses mayoritarios [Or-
ganización de las Naciones Unidas (ONU), 1985].

El presente artículo examina los modelos de 
designación judicial con participación electoral 
propuestos en México, a partir de un enfoque que 
vincula la teoría de la independencia judicial con 
los estándares internacionales de derechos huma-
nos. En particular, se analiza si la introducción de 
mecanismos de elección popular para personas 
juzgadoras resulta compatible con las exigencias 
derivadas del derecho internacional en materia 
de garantías judiciales.

Este estudio articula dos categorías analíticas 
de distinta naturaleza: la independencia judicial, 
entendida como un principio estructural del Es-
tado constitucional, y los estándares de derechos 

humanos, concebidos como parámetros normati-
vos derivados del derecho internacional. El vín-
culo metodológico entre ambas radica en que la 
independencia judicial constituye una condición 
necesaria para la garantía efectiva de los derechos 
humanos, tal como ha sido reconocido por diver-
sos instrumentos y órganos internacionales. En 
este sentido, la evaluación de los mecanismos de 
designación judicial (incluidos aquellos con par-
ticipación electoral) no se limita a su diseño ins-
titucional, sino que se examina a la luz de su im-
pacto potencial en la imparcialidad, autonomía y 
capacidad de los jueces para proteger derechos 
fundamentales.

A partir de ello, el artículo tiene como objeti-
vo identificar los principales desafíos jurídicos e 
institucionales que plantea la incorporación de 
mecanismos electorales en la designación judi-
cial, así como evaluar sus implicaciones para la 
independencia judicial y para el acceso efectivo a 
la justicia, como componente esencial de la pro-
tección de los derechos humanos.

Independencia judicial como derecho humano y 
pilar del Estado de derecho

La independencia judicial constituye un prin-
cipio estructural del Estado constitucional demo-
crático y un elemento central en la configuración 
del Estado de derecho. En el ámbito del derecho 
internacional, su naturaleza jurídica ha sido obje-
to de debate, en tanto no existe un consenso ple-
no acerca de si se trata de un derecho autónomo o 
de una garantía instrumental vinculada al debido 
proceso. No obstante, órganos como la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos han sostenido 
que la independencia judicial es una condición 
indispensable para la vigencia de las garantías ju-
diciales, en particular para asegurar que las per-
sonas accedan a una justicia imparcial, efectiva y 
fundada en el derecho (2009).

En el plano internacional, la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos establece que 
toda persona tiene derecho a ser oída por un tri-
bunal competente, independiente e imparcial en 
la determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil o penal (artículo 8.1). Este precepto 
ha sido desarrollado de manera consistente por 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, la cual ha sostenido que la 
independencia judicial exige no solo un entorno 
libre de presiones externas y procesos de selec-
ción basados en el mérito y la idoneidad, sino 
también garantías de estabilidad en el cargo, par-
ticularmente la inamovilidad, así como la exis-
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tencia de procedimientos claros y previamente 
establecidos que limiten la discrecionalidad en la 
remoción de las personas juzgadoras.

En este sentido, la Corte ha precisado que 
cualquier medida de separación del cargo debe 
fundarse en causas previamente establecidas, 
sustanciarse mediante procedimientos que respe-
ten el debido proceso y estar sujeta a control por 
órganos independientes, de modo que se eviten 
interferencias indebidas en la función jurisdic-
cional (Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos/Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2023).

De igual modo, el Pacto Internacional de De-
rechos Civiles y Políticos reconoce el derecho a 
ser juzgado por un tribunal independiente (art. 
14), lo cual impone obligaciones a los Estados en 
cuanto a la forma de designación y remoción de 
juezas, jueces y magistraturas. En esta línea, los 
Principios Básicos sobre la independencia de la 
Judicatura, adoptados por la Organización de 
las Naciones Unidas en 1985, y los Principios de 
Bangalore sobre la conducta judicial establecen 
estándares objetivos que deben observarse en el 
reclutamiento, promoción, seguridad en el cargo 
y formación de las personas juzgadoras.

Desde esta perspectiva, la independencia ju-
dicial no debe entenderse únicamente como una 
cuestión institucional o procedimental, sino como 
una garantía sustantiva vinculada a la tutela efec-
tiva de derechos. Su debilidad impacta no solo la 
imparcialidad judicial, sino también la confianza 
ciudadana en las instituciones de justicia y en la 
vigencia del Estado de derecho (Corte IDH, 2023).

Además de su dimensión normativa, la indepen-
dencia judicial posee una función simbólica en el 
fortalecimiento de la democracia constitucional. La 
ciudadanía percibe en el Poder Judicial no solo una 
instancia que aplica la ley, sino un contrapeso fren-
te a los abusos de poder. Cuando este principio se 
ve comprometido, ya sea por presiones externas o 
por mecanismos de designación que no privilegian 
el mérito, se debilita el tejido institucional y la con-
fianza en el Estado de derecho. Por ello, garantizar 
que la carrera judicial esté protegida por criterios 
objetivos y alejados de dinámicas políticas coyuntu-
rales no solo responde a obligaciones internaciona-
les, sino que constituye una necesidad estructural 
para sostener una justicia independiente, imparcial 
y eficaz.

La propuesta de elección popular de jueces en 
México y su contexto

La reforma judicial presentada por el Ejecutivo 
Federal el 5 de febrero de 2024 propone transfor-

mar el proceso de selección de ministras y minis-
tros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
magistraturas de circuito y jueces de distrito me-
diante el establecimiento del voto popular como 
mecanismo de designación (Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, 2024). Esta medida ha sido 
justificada desde el discurso oficial bajo argumen-
tos de “democratización de la justicia”, combate a 
la corrupción, eliminación del nepotismo y for-
talecimiento de la legitimidad del Poder Judicial.

En términos prácticos, la iniciativa plantea 
que las personas aspirantes a cargos judiciales se-
rán propuestas por los tres poderes de la Unión 
(Ejecutivo, Legislativo y Judicial), quienes confor-
marán listas de candidaturas. Estas serán someti-
das a votación directa por la ciudadanía el primer 
domingo de junio de 2025, junto con la elección 
de quienes integrarán el nuevo Tribunal de Dis-
ciplina Judicial, que sustituirá al Consejo de la Ju-
dicatura Federal (Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, 2024).

Esta propuesta se inserta en un contexto po-
lítico caracterizado por cuestionamientos recu-
rrentes al Poder Judicial, en particular respecto 
de decisiones calificadas como contramayorita-
rias desde el poder político. En el plano compa-
rado, los mecanismos de designación judicial con 
participación electoral no son homogéneos ni se 
aplican de manera uniforme a todos los niveles 
jurisdiccionales.

En sistemas federales como el de Estados 
Unidos, la elección de personas juzgadoras se 
concentra principalmente en el ámbito estatal 
y adopta diversas modalidades, entre las que se 
incluyen elecciones partidistas, elecciones no 
partidistas y mecanismos de retención; estos úl-
timos caracterizados por la ratificación periódica 
de jueces previamente designados. Cabe señalar 
que estos esquemas rara vez se aplican a los tribu-
nales federales de más alto nivel, donde predomi-
nan mecanismos de nombramiento institucional.

La literatura comparada ha advertido que, par-
ticularmente en los modelos de elección compe-
titiva, pueden generarse incentivos que inciden 
en la conducta judicial, tales como la exposición a 
presiones políticas, la necesidad de financiamien-
to de campañas y la influencia de intereses priva-
dos. En este sentido, la International Commission 
of Jurists (2015) ha señalado que estos factores 
pueden afectar la percepción y, en ciertos casos, 
la realidad de la imparcialidad judicial, lo que 
obliga a analizar con cautela la traslación de estos 
modelos a otros contextos institucionales.

La elección judicial por voto popular no puede 
analizarse de forma aislada, sino como parte de 
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un rediseño estructural impulsado desde el poder 
político en el marco de un discurso de legitima-
ción democrática. Esta propuesta también ha sido 
interpretada por diversos sectores como una res-
puesta al creciente desencuentro entre el Poder 
Judicial y otros poderes del Estado, especialmen-
te tras decisiones jurisdiccionales que generaron 
controversia pública. En ese sentido, el contexto 
político y mediático en el que se gestó la reforma 
ha influido en la manera en que ha sido percibida 
por la sociedad, generando tanto apoyos por su 
aparente carácter democrático como resistencias 
por el riesgo de que se politice la impartición de 
justicia. Lo anterior evidencia que el análisis del 
modelo debe considerar no solo sus aspectos nor-
mativos, sino también los factores sociopolíticos 
que han motivado su aprobación.

En México, la iniciativa de reforma no se 
sustentó, al menos de manera explícita, en los 
documentos públicos disponibles, en un diag-
nóstico técnico integral sobre el funcionamien-
to de la carrera judicial ni en una evaluación 
sistemática de sus mecanismos de acceso, per-
manencia y disciplina. Asimismo, del análisis 
del proceso legislativo y de los documentos que 
acompañaron la propuesta se advierte que la 
deliberación pública fue limitada en cuanto a la 
participación estructurada de la academia, del 
gremio judicial y de organizaciones de la socie-
dad civil especializadas.

En este contexto, resulta relevante considerar 
que el diseño y la modificación de los mecanis-
mos de designación judicial deben observar los 
estándares internacionales en materia de inde-
pendencia judicial, conforme a los compromisos 
asumidos por el Estado mexicano al ratificar ins-
trumentos como la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. En particular, tanto la Ofici-
na del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos (2024) como la Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos han 
subrayado la importancia de que las reformas 
judiciales se sustenten en diagnósticos técnicos, 
procesos deliberativos inclusivos y evaluaciones 
de compatibilidad con los estándares internacio-
nales, en línea con las obligaciones estatales deri-
vadas del control de convencionalidad.

La carrera judicial y la reforma de 2021: avances 
y problemas pendientes

La figura de la carrera judicial ha sido histó-
ricamente concebida como un mecanismo para 
garantizar la idoneidad, profesionalización e in-
dependencia de quienes ejercen funciones juris-

diccionales. Su desarrollo en México se consolidó 
a partir de las reformas constitucionales y legales 
de los años noventa, y en particular con la crea-
ción del Consejo de la Judicatura Federal (CJF) 
como órgano encargado de administrar, supervi-
sar y disciplinar a jueces y magistrados, con base 
en criterios técnicos y meritocráticos (Ríos Figue-
roa, 2017).

En 2021, se impulsó una reforma que modificó 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción, creando nuevas figuras como el Instituto Fe-
deral de la Defensoría Pública, ampliando atribu-
ciones del CJF y reorganizando las funciones de 
los órganos auxiliares. Esta reforma también con-
templó medidas para el fortalecimiento del Siste-
ma de Carrera Judicial, incluyendo concursos de 
oposición más rigurosos, exámenes de control de 
confianza y procesos de formación permanente a 
través de la Escuela Federal de Formación Judicial 
(Consejo de la Judicatura Federal, 2021).

A pesar de estos avances, organizaciones de 
la sociedad civil, académicos y actores judicia-
les han advertido sobre diversas limitaciones en 
la implementación de dicha reforma. Entre ellas 
destacan la opacidad en algunos procesos de pro-
moción, la concentración de decisiones en órga-
nos administrativos sin mecanismos efectivos de 
control ciudadano y la escasa participación de 
mujeres en los niveles superiores del escalafón 
judicial (Fundar, 2022). Además, persiste la per-
cepción de que el sistema no ha logrado erradicar 
del todo el nepotismo ni garantizar un acceso ple-
namente igualitario.

Si bien la reforma de 2021 representó un es-
fuerzo institucional relevante para actualizar el 
marco normativo del Poder Judicial de la Federa-
ción, su implementación no ha logrado consoli-
dar plenamente una cultura meritocrática sólida 
y transparente. A pesar de contar con instrumen-
tos técnicos como los concursos de oposición y 
la formación especializada, diversos actores han 
señalado que la estructura operativa del sistema 
judicial mantiene inercias que dificultan la movi-
lidad vertical, la igualdad de oportunidades y la 
diversificación del perfil de las personas juzga-
doras. En particular, se han identificado prácti-
cas como la discrecionalidad en los procesos de 
adscripción y reasignación de plazas, la opacidad 
en los criterios de evaluación del desempeño, así 
como el peso de las redes informales de recomen-
dación en la trayectoria profesional, las cuales 
limitan el acceso equitativo a posiciones jurisdic-
cionales. Estas dinámicas no son solo administra-
tivas, sino estructurales, pues reflejan tensiones 
entre los principios constitucionales que rigen el 
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servicio público de carrera y las prácticas inter-
nas del Poder Judicial.

En ese contexto, el nuevo modelo de elección 
popular introduce tensiones diferenciadas con 
los principios que sustentan la carrera judicial, 
más que una incompatibilidad absoluta. Mientras 
que funciones como la formación inicial y conti-
nua de las personas juzgadoras podrían mante-
nerse bajo esquemas técnicos relativamente aje-
nos a la lógica electoral, otras (particularmente 
la disciplina judicial y la evaluación del desem-
peño) presentan mayores riesgos de politización 
si sus responsables dependen de mecanismos de 
elección popular. La sustitución del Consejo de la 
Judicatura Federal por un Tribunal de Disciplina 
Judicial con integrantes electos introduce incerti-
dumbre específica en torno a la imparcialidad en 
la imposición de sanciones, la consistencia de los 
criterios disciplinarios y la continuidad de políti-
cas institucionales de carrera judicial.

No obstante, algunos componentes del siste-
ma (como los concursos de oposición) podrían, 
en principio, preservarse si se diseñan salvaguar-
das normativas que los aíslen de presiones elec-
torales. En este sentido, el debate no radica en 
una oposición categórica entre ambos modelos, 
sino en la capacidad institucional para delimitar 
esferas de decisión técnica frente a incentivos po-
líticos, evitando que estos últimos erosionen los 
estándares de independencia judicial (Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, 2024).

Elección popular de jueces vs. independencia ju-
dicial: riesgos e implicaciones

La elección por voto popular de personas juz-
gadoras genera un debate complejo entre la nece-
sidad de democratizar el Poder Judicial y la obli-
gación del Estado de garantizar su independencia. 
Diversas experiencias comparadas han mostrado 
que, cuando las juezas y los jueces son electos 
mediante procesos electorales directos, existe un 
riesgo de que sus decisiones se vean influenciadas 
por intereses políticos, mediáticos o económicos, 
especialmente en contextos donde no hay meca-
nismos efectivos de control institucional (Inter-
national Commission of Jurists, 2005).

No obstante, los estándares internacionales no 
excluyen de manera absoluta los modelos electi-
vos, sino que reconocen un margen de configura-
ción estatal en el diseño de los sistemas de nom-
bramiento judicial. En este sentido, instrumentos 
como los Principios Básicos relativos a la Inde-
pendencia de la Judicatura de la Organización de 
las Naciones Unidas (1985) establecen que, inde-

pendientemente del método de selección, deben 
garantizarse condiciones esenciales como la es-
tabilidad en el cargo, procedimientos basados en 
el mérito, protección frente a presiones externas 
y mecanismos disciplinarios imparciales. Desde 
esta perspectiva, el problema no radica exclusiva-
mente en la elección popular como mecanismo, 
sino en la ausencia de salvaguardas instituciona-
les que eviten su captura por dinámicas políticas. 
En consecuencia, la politización del sistema de 
justicia se configura cuando dichas garantías son 
insuficientes, lo que puede debilitar la imparciali-
dad, generar presiones indebidas y comprometer 
el acceso a una justicia efectiva.

En México, uno de los principales desafíos 
del nuevo modelo será evitar que las campañas 
para acceder a cargos judiciales se conviertan en 
plataformas de popularidad, en lugar de evalua-
ciones técnicas de competencia. Además, existe 
preocupación sobre la posible desigualdad en el 
acceso a dichas contiendas por parte de personas 
con menor capacidad económica, lo cual podría 
acentuar brechas y excluir perfiles idóneos (ONU-
DH, 2024).

Asimismo, el principio de imparcialidad po-
dría verse afectado si quienes aspiren a una judi-
catura deben responder a intereses de los grupos 
que los financien o postulen. En este escenario, el 
derecho de toda persona a ser juzgada por un tri-
bunal independiente e imparcial, consagrado en 
la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos y en el Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos, podría verse comprometido (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2023).

Tanto la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos como la Organización de las Naciones 
Unidas han subrayado que la independencia judi-
cial implica la existencia de condiciones estruc-
turales destinadas a proteger a las juezas y jueces 
frente a presiones externas, incluyendo aquellas 
de carácter político. Si bien estos estándares no 
establecen una incompatibilidad absoluta con los 
mecanismos de elección popular, sí advierten que 
la introducción de dinámicas político-electorales 
puede generar riesgos significativos de afectación 
a la imparcialidad, particularmente cuando no 
existen salvaguardas institucionales suficientes.

En esa línea, la Opinión Consultiva OC-20/19 
de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos destaca que la independencia judicial se en-
cuentra estrechamente vinculada con el acceso 
efectivo a la justicia, de modo que su debilita-
miento puede traducirse en afectaciones al dere-
cho a la tutela judicial efectiva y a otros derechos 
humanos (Corte Interamericana de Derechos Hu-
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manos, 2023). Desde esta perspectiva, el énfasis 
no recae en una exclusión categórica de determi-
nados modelos de selección, sino en la obligación 
estatal de diseñar arreglos institucionales que 
aseguren, en todo caso, la autonomía e imparcia-
lidad de la función jurisdiccional.

En este contexto, el uso de campañas políticas, 
propaganda electoral y financiamiento privado en 
las elecciones judiciales puede generar conflictos 
de interés y socavar la legitimidad del sistema 
de justicia. Además, la falta de regulación clara 
sobre los criterios de elegibilidad y evaluación 
puede derivar en la elección de perfiles sin expe-
riencia jurisdiccional, pero con mayor visibilidad 
mediática.

La Comisión Internacional de Juristas ha seña-
lado que, si bien los sistemas democráticos pueden 
explorar formas de participación ciudadana en el 
Poder Judicial, la elección directa de jueces no 
debe comprometer los principios de profesiona-
lización, estabilidad, carrera judicial y evaluación 
objetiva del desempeño. Estos principios han sido 
fundamentales en la construcción de sistemas ju-
diciales sólidos en democracias constitucionales 
(International Commission of Jurists, 2005).

Por estas razones, la elección judicial median-
te voto popular debe ser cuidadosamente evalua-
da en su diseño, implementación y efectos reales, 
para evitar retrocesos en los estándares de inde-
pendencia judicial y protección de derechos hu-
manos alcanzados en las últimas décadas.

Instituciones electorales y desafíos en la imple-
mentación del modelo de elección judicial

De acuerdo con el artículo 41 constitucional, 
corresponde al Instituto Nacional Electoral la 
función estatal de organizar las elecciones. Histó-
ricamente, esta atribución ha estado orientada a 
la designación de representantes populares, no de 
operadores jurídicos con funciones jurisdicciona-
les. La incorporación de jueces y magistraturas al 
proceso electoral implica una reconfiguración sin 
precedentes que puede analizarse en dos niveles.

Por un lado, en el plano funcional, supone la 
extensión de las competencias del órgano electo-
ral hacia la organización de procesos dirigidos a 
integrar un poder distinto, lo que plantea desafíos 
logísticos, técnicos y de diseño institucional, así 
como la necesidad de adaptar criterios de elegibi-
lidad, evaluación y legitimación propios del ám-
bito jurisdiccional.

Por otro lado, en el plano estructural, esta 
transformación puede incidir en la delimitación 
entre el poder político y el poder judicial, en la 

medida en que introduce mecanismos de origen 
electoral en la conformación de este último. Ello 
genera una tensión con los principios de división 
de poderes y autonomía judicial reconocidos 
por el artículo 49 constitucional, particularmen-
te si no se establecen salvaguardas que eviten la 
subordinación o influencia indebida de dinámi-
cas políticas sobre la función jurisdiccional.

Uno de los aspectos que más se ha cuestiona-
do hasta ahora es la ausencia de una legislación 
secundaria específica que regule el proceso elec-
toral judicial. Aunque el Instituto Nacional Elec-
toral ha emitido lineamientos y ha aplicado de 
forma provisional diversos mecanismos previstos 
en la Ley General de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales (LGIPE), la falta de una norma con 
reglas claras sobre registro de candidaturas, re-
quisitos de elegibilidad, financiamiento, acceso 
a medios y fiscalización ha generado incertidum-
bre jurídica.

No obstante, cabe preguntarse si el marco 
existente puede adaptarse mediante interpreta-
ción o si resulta indispensable una nueva legisla-
ción. En principio, una interpretación extensiva 
y funcional de la LGIPE podría permitir al órgano 
electoral ajustar ciertas etapas del proceso (como 
el registro de candidaturas o la organización de 
campañas) a las particularidades de las personas 
juzgadoras, especialmente bajo criterios de ana-
logía normativa. Sin embargo, esta vía enfrenta 
límites relevantes, dado que la legislación vigente 
está diseñada para competencias partidistas y re-
presentación política, no para cargos de naturale-
za técnica y no partidista.

En este sentido, aspectos como la definición de 
perfiles profesionales, los mecanismos de evalua-
ción de méritos, las restricciones a la propaganda 
electoral y los criterios diferenciados de fiscaliza-
ción difícilmente pueden derivarse únicamente 
de la interpretación administrativa, sin riesgo de 
exceder las facultades reglamentarias del Institu-
to Nacional Electoral. Por ello, si bien el marco 
actual ofrece un punto de partida operativo, la 
consolidación de un modelo coherente y compa-
tible con la función judicial parece requerir el de-
sarrollo de una legislación secundaria específica 
que delimite con claridad estas reglas.

Además, otro de los puntos críticos ha sido la 
falta de criterios claros y objetivos en la selección 
de las candidaturas que fueron propuestas por el 
Poder Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial. Aun-
que ya se presentó la lista de aspirantes, persisten 
cuestionamientos sobre los mecanismos emplea-
dos para integrarlas, así como sobre la transpa-
rencia del proceso y el cumplimiento de criterios 
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de idoneidad técnica y ética. Las personas postu-
ladas tienen trayectorias diversas, pero hasta el 
momento no se ha garantizado un procedimiento 
público de evaluación que permita a la ciudada-
nía conocer con profundidad los perfiles, más allá 
de su imagen o discurso de campaña.

A esto se suma la dificultad de garantizar con-
diciones de equidad, acceso a información veraz 
e imparcialidad institucional en una contienda 
de esta naturaleza. En su Opinión Consultiva OC-
20/19, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos ha señalado que “la calidad democrática 
de los procesos electorales depende no solo de 
la libertad de voto, sino de la existencia de infor-
mación suficiente, veraz y accesible que permita 
a las personas comprender el impacto de sus de-
cisiones”. La falta de cultura cívica sobre el fun-
cionamiento del sistema judicial, sumada a la ra-
pidez con que se está implementando el proceso, 
representa una barrera real para que la ciudada-
nía emita un voto informado y consciente.

En paralelo, el papel del INE se ha colocado 
bajo una presión inédita. Además de organizar 
las elecciones tradicionales en todos los niveles 
de gobierno, ahora debe garantizar la legalidad 
y transparencia de un proceso que involucra la 
elección de operadores jurídicos cuya función 
constitucional es juzgar con autonomía e impar-
cialidad. Las campañas, si bien han sido regula-
das con reglas similares a las elecciones políticas, 
carecen de parámetros específicos sobre el len-
guaje permitido, los límites del proselitismo o la 
evaluación pública del conocimiento jurídico.

El financiamiento de las campañas también ha 
sido un tema polémico. Si bien el INE ha emitido 
lineamientos para fiscalizar los gastos de las per-
sonas candidatas, los mecanismos para verificar 
el origen de los recursos, evitar el uso de plata-
formas de comunicación desleales y prevenir la 
intervención de actores externos siguen siendo li-
mitados. Aunado a ello, los plazos acelerados y la 
escasa discusión pública previa han mermado la 
capacidad de los organismos electorales para im-
plementar mecanismos de monitoreo adecuados.

En este escenario, se ha abierto una discusión 
sobre el impacto que esta nueva función electoral 
tendrá en la institucionalidad del propio INE. Por 
una parte, enfrenta el reto de cumplir con el prin-
cipio de certeza que rige los procesos electorales; 
por otra, debe cuidar que esta elección no termi-
ne siendo un mecanismo de legitimación formal 
que debilite la independencia judicial. Como ha 
señalado la Comisión Internacional de Juristas, 
cualquier reforma que afecte el sistema de justi-
cia debe ir acompañada de garantías estructurales 

que impidan la injerencia política y aseguren una 
judicatura profesional, imparcial y capacitada.

En suma, la participación del INE en este pro-
ceso abre una etapa inédita en la historia electoral 
de México. Si bien el órgano cuenta con experien-
cia técnica y capital humano, el desafío institu-
cional y democrático es enorme. No se trata úni-
camente de organizar una elección más, sino de 
salvaguardar el principio de independencia judi-
cial en un contexto donde confluyen la presión 
política, las expectativas ciudadanas y la necesi-
dad de preservar la función jurisdiccional como 
espacio de legalidad y derechos. Por lo tanto, lo 
que ocurra en este primer ejercicio será determi-
nante para evaluar si este nuevo modelo refuerza 
o vulnera el Estado de derecho en nuestro país.

Metodología
Desde una perspectiva metodológica, el ar-

tículo adopta un enfoque cualitativo de carácter 
normativo-analítico, complementado con ele-
mentos de análisis empírico. Se parte del estudio 
del diseño constitucional mexicano, incluyendo 
los mecanismos diferenciados de nombramien-
to de integrantes de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y del resto de la judicatura federal, 
así como de su posible transformación a partir de 
la reforma propuesta. Asimismo, se incorporan 
como parámetros de evaluación los estándares 
desarrollados por la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos y la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos en materia de indepen-
dencia judicial, particularmente en lo relativo a 
los procesos de nombramiento, estabilidad en el 
cargo e imparcialidad.

El análisis se apoya en la revisión sistemática 
de fuentes normativas (Constitución y tratados 
internacionales), jurisprudencia interamericana, 
documentos técnicos y literatura académica espe-
cializada. De manera complementaria, se incor-
pora un ejercicio empírico consistente en la revi-
sión de una encuesta a 178 personas vinculadas al 
campo jurídico en el estado de Sinaloa (111 estu-
diantes de derecho, 7 catedráticos, 4 abogados en 
ejercicio, 38 docentes o profesionales del ámbito 
legal y 18 personas que se identificaron como par-
te de la comunidad jurídica sin especificar su rol), 
con el propósito de explorar percepciones sobre 
la reforma judicial recientemente aprobada.

La recolección de datos se llevó a cabo en la 
Universidad Autónoma de Sinaloa, en el marco de 
una iniciativa académica orientada a documentar 
percepciones, expectativas y preocupaciones en 
torno a la transformación del sistema de justicia. 
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Este instrumento tiene un carácter cualitativo-ex-
ploratorio, por lo que sus resultados no constituyen 
evidencia jurídica vinculante ni sustituyen el análi-
sis normativo o jurisprudencial. Su valor reside en 
aportar una aproximación contextual a las percep-
ciones de actores vinculados al ámbito jurídico.

En términos metodológicos, estas percepcio-
nes se interpretan como discursos sociales situa-
dos, útiles para identificar tensiones, expectativas 
y marcos de comprensión del fenómeno, pero no 
como parámetros normativos de validez constitu-
cional o convencional. En este sentido, su lectura 
se articula de manera complementaria con los es-
tándares desarrollados por la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos y la Organización de las 
Naciones Unidas en materia de independencia ju-
dicial.

Perspectiva de la comunidad jurídica: resultados 
de una encuesta

Con el propósito de complementar el análisis 
normativo desarrollado en este estudio, se incor-
poró un ejercicio empírico de carácter explorato-
rio orientado a identificar percepciones dentro de 
la comunidad jurídica sobre la reforma judicial y, 
particularmente, sobre el modelo de elección de 
personas juzgadoras por voto popular. 

a. Elección de jueces por voto popular

Al formularse la pregunta: “¿Consideras que 
los jueces deben ser electos por voto popular?”, las 
respuestas mostraron una diversidad significativa. 
Un sector de los encuestados manifestó su acuerdo 
bajo el argumento de que este mecanismo podría 
fortalecer la democratización del Poder Judicial y 
aumentar la cercanía entre ciudadanía e institu-
ciones. Sin embargo, otro expresó reservas impor-
tantes, señalando que la elección popular podría 
introducir incentivos políticos incompatibles con 
la función jurisdiccional. El análisis cualitativo de 
estas respuestas sugiere la existencia de una ten-
sión conceptual entre democratización y profesio-
nalización, ampliamente discutida en la literatura 
comparada. En el caso de autores como Gibson, 
Caldeira y Baird (1998), estos han señalado que la 
legitimidad judicial no depende de manera exclusi-
va del mecanismo de selección, sino de la percep-
ción de imparcialidad y competencia institucional.

b. Legitimidad del Poder Judicial

En lo que concierne a la pregunta: “¿Consideras 
que este modelo aumentará la legitimidad del Po-

der Judicial ante la ciudadanía?”, predominó una 
postura de escepticismo. La mayoría de los partici-
pantes consideró que el voto popular, por sí mismo, 
no garantiza un aumento en la confianza hacia el 
sistema judicial. Este hallazgo es consistente con 
la literatura sobre legitimidad judicial, la cual dis-
tingue entre legitimidad de origen y legitimidad de 
ejercicio o desempeño. Para Tyler (2006), la confian-
za en los tribunales se construye principalmente a 
partir de la percepción de imparcialidad, trato justo 
y calidad de las decisiones, más que del método de 
selección de jueces. En la misma línea, Voigt (2009) 
argumenta que la independencia judicial funcional 
tiene un impacto más directo en la legitimidad que 
los mecanismos formales de designación.

c. Criterios para el nombramiento judicial

Ante la consulta: “¿Qué criterios deben privile-
giarse para el nombramiento de jueces y juezas?”, 
la mayoría de los encuestados señaló la experien-
cia profesional y la formación jurídica especializa-
da como criterios centrales. En segundo término, 
algunos participantes propusieron la combinación 
de estos elementos con criterios de compromiso 
social. Este resultado refleja una concepción del 
rol judicial fuertemente anclada en el principio de 
mérito, ampliamente reconocido en el derecho in-
ternacional. En particular, los principios básicos 
relativos a la independencia de la judicatura de la 
Organización de las Naciones Unidas (1985) esta-
blecen que la selección de jueces debe basarse en 
criterios objetivos de capacidad, integridad y for-
mación, precisamente para evitar interferencias 
externas o criterios políticos. Asimismo, la litera-
tura comparada advierte que la sustitución del mé-
rito por criterios de popularidad puede debilitar la 
calidad institucional del sistema judicial (Garoupa 
& Ginsburg, 2009).

d. Independencia judicial y voto popular

En relación con la requisitoria: “¿Consideras que 
el voto popular comprometería la independencia 
judicial?”, una proporción relevante de los encues-
tados respondió de modo afirmativo. Desde una 
perspectiva analítica, esta percepción no constituye 
evidencia normativa, pero sí se alinea con preocu-
paciones documentadas en estudios comparados. 
En sistemas de elección judicial en Estados Unidos, 
diversos estudios han mostrado que los jueces pue-
den enfrentar presiones indirectas derivadas de la 
competencia electoral, el financiamiento de cam-
pañas o la opinión pública (Bonneau & Hall, 2009; 
Shepherd, 2009).



Elizabeth Chia Galaviz, et al. 33

De manera similar, análisis del caso de Bolivia 
han evidenciado que la elección popular de auto-
ridades judiciales no necesariamente se traduce 
en mayores niveles de confianza ciudadana, espe-
cialmente cuando existen déficits de información 
y baja comprensión del rol judicial (Helmke & Ríos 
Figueroa, 2015).

e. Capacidad ciudadana e información electoral

Una vez realizada la pregunta: “¿Consideras que 
la ciudadanía cuenta con elementos suficientes 
para elegir adecuadamente a sus jueces y juezas?”, 
predominó la respuesta negativa. El análisis cuali-
tativo muestra que esta percepción no implica una 
desconfianza hacia la ciudadanía, sino una crítica a 
las condiciones estructurales del proceso electoral 
judicial.

Este hallazgo es relevante si se contrasta con 
estudios sobre comportamiento electoral en con-
textos judiciales, los cuales señalan que la falta de 
información técnica conduce a decisiones basadas 
en heurísticas, imagen pública o factores extraju-
rídicos (Hall, 2007). En este sentido, la calidad del 
voto depende directamente de la existencia de me-
canismos institucionales que garanticen informa-
ción clara, accesible y verificable.

f. Riesgos percibidos del modelo

Respecto a los riesgos asociados al modelo, las 
respuestas más recurrentes fueron la politización 
de la justicia y la posible elección de personas sin 
formación jurídica adecuada. Estas preocupacio-
nes coinciden con literatura especializada que ad-
vierte que los sistemas de elección judicial pueden 
generar incentivos para que las decisiones jurisdic-
cionales respondan a presiones externas o a expec-
tativas electorales (International Commission of 
Jurists, 2015). Asimismo, la literatura comparada 
subraya que la profesionalización del Poder Judi-
cial es un factor clave para la calidad del Estado de 
derecho.

g. Percepciones sobre acceso a la justicia y de-
rechos humanos

Ante la indagatoria sobre si la reforma fortale-
cerá el acceso a la justicia y la protección de de-
rechos humanos, prevaleció el escepticismo. Este 
resultado refleja una percepción de incertidumbre 
respecto a la capacidad del modelo para incidir po-
sitivamente en la protección de derechos. Desde 
una perspectiva comparada, la literatura ha seña-
lado que la independencia judicial constituye un 

elemento estructural para la garantía de derechos 
fundamentales (Voigt, 2009), aunque su configura-
ción puede variar según el diseño institucional de 
cada Estado. En este sentido, la relación entre mo-
delo de selección judicial y protección de derechos 
no es automática, sino mediada por factores como 
profesionalización, estabilidad e imparcialidad.

Conclusiones

La reforma judicial aprobada en México en 2024 
representa una transformación relevante en la ar-
quitectura institucional del Poder Judicial. El esta-
blecimiento del voto popular como mecanismo de 
designación de juezas, jueces, magistradas, magis-
trados, ministras y ministros introduce un cambio 
profundo respecto del modelo previo de acceso a la 
función jurisdiccional, tradicionalmente sustenta-
do en esquemas de carrera judicial, concursos de 
oposición y criterios de mérito. Sin embargo, este 
modelo previo, si bien se orientaba formalmen-
te por principios de profesionalización, no estuvo 
exento de desafíos relacionados con la discreciona-
lidad en ciertos procesos de adscripción, desigual-
dades en la movilidad interna y tensiones en la eva-
luación del desempeño.

En este sentido, la reforma se justifica desde 
una narrativa de democratización del sistema de 
justicia, lo que abre un debate complejo sobre sus 
efectos potenciales en la independencia judicial, 
el equilibrio de poderes y la garantía de derechos 
humanos. Más que una oposición entre un modelo 
plenamente técnico y uno estrictamente político, el 
cambio normativo plantea la necesidad de analizar 
cómo ambos esquemas distribuyen riesgos distin-
tos: mientras el sistema previo puede presentar 
problemas de opacidad interna o rigidez institucio-
nal, el nuevo modelo introduce interrogantes sobre 
la posible influencia de dinámicas electorales en la 
función jurisdiccional.

Este artículo ha sostenido una postura crítica, pero 
mesurada, en la que no se niega la necesidad de trans-
formar al Poder Judicial ni la importancia de abrirlo a 
una mayor rendición de cuentas ante la ciudadanía. 
Por el contrario, se reconoce que la opacidad, los pri-
vilegios y las deficiencias internas han alimentado un 
malestar social profundo que exige respuestas institu-
cionales. Sin embargo, cualquier reforma que busque 
ser legítima y efectiva debe cuidar que las soluciones 
no terminen por generar nuevos problemas estructu-
rales o debilitar los principios esenciales de un Estado 
democrático de derecho.

Desde el enfoque de los derechos humanos, el 
principal riesgo que plantea esta reforma se relacio-
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na con una posible afectación estructural potencial 
al derecho a ser juzgado por tribunales indepen-
dientes e imparciales, conforme a lo establecido en 
el artículo 17 de la Constitución, el artículo 8.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. Es importante distinguir, en este 
sentido, entre la afectación potencial derivada del 
diseño institucional y la violación efectiva del de-
recho en casos concretos, ya que los estándares in-
ternacionales de derechos humanos suelen evaluar 
la compatibilidad de las normas tanto en abstracto 
como en su aplicación práctica.

La independencia judicial no se agota en la se-
paración formal de poderes, sino que exige con-
diciones institucionales que reduzcan de manera 
razonable el riesgo de interferencias externas, in-
cluyendo mecanismos de estabilidad en el cargo, 
procedimientos de designación basados en crite-
rios objetivos de competencia, experiencia y ética 
profesional, así como garantías frente a presiones 
políticas, económicas o mediáticas. Desde esta 
perspectiva, la evaluación de la reforma debe cen-
trarse, en primer término, en si el diseño normati-
vo incrementa o no los factores de vulnerabilidad 
estructural que podrían, en determinadas circuns-
tancias, traducirse en violaciones efectivas del de-
recho a un juez independiente e imparcial.

Los resultados de la encuesta aplicada a 178 
personas vinculadas al ámbito jurídico aportan 
un insumo empírico de carácter exploratorio que 
permite contextualizar el debate sobre la reforma 
judicial. En términos generales, las y los partici-
pantes manifestaron una tendencia mayoritaria 
de desacuerdo con el modelo de elección por voto 
popular, así como una percepción de que este no 
garantiza plenamente la independencia judicial, 
además de expresar dudas sobre la capacidad de la 
ciudadanía para contar con información suficiente 
al momento de elegir a las personas juzgadoras.

Estas respuestas deben interpretarse como ex-
presiones de percepción situadas en un sector es-
pecífico de la comunidad jurídica, y no como evi-
dencia normativa ni institucional sobre la validez 
del modelo. Su relevancia radica en que permiten 
identificar marcos de preocupación y argumentos 
recurrentes en el debate profesional, lo cual con-
tribuye a comprender cómo ciertos actores inter-
pretan los posibles efectos de la reforma. En este 
sentido, la encuesta no tiene por objeto confirmar 
o refutar los estándares constitucionales o inter-
nacionales aplicables, sino ilustrar las tensiones 
discursivas que acompañan la implementación del 
nuevo modelo, particularmente en torno a la inde-
pendencia judicial, la legitimidad institucional y las 

condiciones de información del electorado.
Adicionalmente, se han evidenciado vacíos nor-

mativos importantes en la implementación de la 
reforma. La ausencia de legislación secundaria es-
pecífica ha obligado al Instituto Nacional Electoral 
a organizar el proceso con base en criterios adapta-
dos de la LGIPE, lo que ha generado incertidumbre 
respecto a los criterios de elegibilidad, los límites 
de las campañas, la fiscalización de los recursos y el 
acceso igualitario a los medios de comunicación. Si 
bien el INE ha asumido esta tarea con responsabili-
dad institucional, el diseño de una elección judicial 
requiere parámetros distintos a los de las contien-
das políticas ordinarias.

En este momento histórico, es indispensable ob-
servar cuidadosamente el desarrollo de esta refor-
ma. No estamos ante una transformación abstracta, 
sino frente a un proceso en marcha cuyas conse-
cuencias prácticas aún están por medirse. El diseño 
institucional de un sistema de justicia no puede eva-
luarse únicamente con base en principios formales 
o en buenas intenciones. Su impacto debe analizar-
se desde los resultados concretos que genere en la 
vida pública y en la vigencia de los derechos. Por 
ello, es fundamental dar seguimiento al comporta-
miento de las campañas, a la calidad de las personas 
electas, a su actuación en el ejercicio de la función 
judicial y, sobre todo, a la manera en que esto incida 
en el acceso real y efectivo a la justicia.

No se trata de asumir una postura de resistencia 
cerrada ni de oponerse, por principio, a un nuevo 
modelo. Se trata, más bien, de advertir que las re-
formas institucionales profundas deben ir acompa-
ñadas de diagnósticos serios, participación social 
informada y mecanismos técnicos que garanticen 
su coherencia con los principios democráticos y 
constitucionales. La justicia no puede quedar a 
merced del humor social, del cálculo electoral o de 
intereses de coyuntura. Debe mantenerse como un 
espacio de legalidad, de imparcialidad y de defensa 
de los derechos.

En este contexto, el Estado mexicano tiene la 
responsabilidad de monitorear y evaluar cuidado-
samente esta experiencia, sin minimizar los riesgos 
ni cerrar los ojos ante sus efectos. Las instituciones 
académicas, la sociedad civil y los propios actores 
judiciales tienen también un papel importante en 
ese seguimiento. La reforma ya es una realidad, 
pero su eficacia y legitimidad dependerán no de su 
promulgación, sino de su práctica. Lo que está en 
juego no es solo el diseño institucional del Poder 
Judicial, sino la garantía plena del derecho de todas 
las personas a una justicia independiente, impar-
cial y accesible.
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